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INFORME No. 52/11
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 12.166

PERÚ
23 de marzo de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:


Carlos Ortega López
PETICIONARIOS:


Fundación Ecuménica para el Desarrollo y la Paz     






(FEDEPAZ)

VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículo 8 de la Convención Americana 

FECHA DE INICIO DE TRÁMITE: 
7 de junio de 1999
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. Alegaron que Carlos Ortega López fue detenido por primera vez el 12 de mayo de 1993, mientras se encontraba trabajando como personal técnico de la Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle – La Cantuta. Se indica que integrantes de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) lo acusaron de pertenecer al grupo insurgente Sendero Luminoso, debido a que su nombre figuraría en una lista incautada a un estudiante de la misma universidad, investigado por el delito de terrorismo. 
2. Los peticionarios afirmaron que durante el proceso judicial se demostró que el nombre de Carlos Ortega López no figuraba en lista alguna, por lo cual la Corte Superior de Justicia de Lima dictó sentencia absolutoria el 10 de diciembre de 1993, siendo esa decisión confirmada por la Corte Suprema de Justicia. Indicaron que el 16 de noviembre de 1996 la presunta víctima fue nuevamente detenida y acusada de tenencia ilícita de armas y de haber participado en acciones de propaganda política en favor del Sendero Luminoso. Alegaron que el 28 de abril de 1997 la Corte Superior de Justicia lo condenó a 20 años de privación de libertad por el delito de terrorismo. Se indica que esa sentencia fue anulada por la Corte Suprema de Justicia, pero que el 29 de septiembre de 1997 la Corte Superior de Justicia de Lima volvió a condenarlo a 25 años de prisión. Se aduce que el 14 de mayo de 1998 la Corte Suprema de Justicia declaró no haber nulidad en la referida resolución.
3. Los peticionarios afirmaron que el 14 de julio de 2003 la Sala Nacional de Terrorismo declaró la nulidad del proceso penal seguido al señor Carlos Ortega López. Señalaron que esa decisión se fundamentó en que el Decreto Legislativo No. 926 del 20 febrero de 2003 dejó sin efecto los procesos por terrorismo en los que intervinieron operadores de justicia con la identidad reservada. De acuerdo con la información presentada, el 22 de diciembre de 2003 la Sala Penal Nacional dictó nueva sentencia condenatoria al señor Carlos Ortega López, imponiéndole 12 años de prisión por el delito contra la tranquilidad pública – terrorismo. Se aduce que el 9 de julio de 2004 la Corte Suprema de Justicia mantuvo la mencionada sentencia, pero aumentó la pena a 20 años de cárcel.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

4. En sus comunicaciones iniciales el Estado alegó que la petición fue presentada fuera del plazo establecido en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana. En escritos posteriores, argumentó que al señor Carlos Ortega López se le garantizó el derecho de defensa tal y como estaba establecido en la legislación peruana para el momento en que se desarrollaron los juicios respectivos, teniendo a su disposición todos los mecanismos para impugnar las decisiones que considerase arbitrarias o contrarias a derecho.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 3 de marzo de 1999 se recibió la petición 12.166, la cual fue trasladada al Estado el 7 de junio de 1999 con el plazo de noventa días para que presentase su respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 28 de septiembre de 1999 el Estado presentó su respuesta y el 16 de febrero de 2000, 5 de diciembre de 2005 y 31 de julio de 2006 remitió información adicional. A su vez, los peticionarios remitieron escritos adicionales el 8 de diciembre, 26 de mayo de 1999, 25 de mayo de 2000, 7 de enero, 15 de junio de 2005 y el 9 de mayo de 2006.  
6. El 19 de agosto de 2010 la CIDH solicitó información actualizada a los peticionarios y advirtió que de no recibir respuesta en el plazo de un mes, podría considerar el archivo del expediente, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención Americana.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana como el artículo 42.1 del Reglamento de la Comisión Interamericana establecen que en cualquier etapa del procedimiento, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y, en cualesquiera de los casos, ordenará el archivo del expediente.

8. En el caso en referencia, los peticionarios no han respondido a la solicitud de información efectuada por la CIDH el 19 de agosto de 2010. En vista del trascurso de más de 4 años desde la última comunicación de los peticionarios, y dado que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la denuncia, la CIDH decide archivarla, de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención y 42.1 de su Reglamento.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de marzo de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
